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Exp. 543/2021 


   TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 543/2021/1
PARTE ACTORA: 

**********.
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ETICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO.

MAGISTRADA:

LICENCIADA MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS. 
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a nueve de diciembre de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 543/2021, promovido por**********, contra actos de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
I.- Mediante acuerdo del diecisiete de agosto de dos mil veintiuno, se tuvo por presentado escrito signado por el compareciente mencionado en el párrafo que antecede,  mediante el cual demandó como autoridad a la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, por la nulidad de: La resolución de treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, mediante la cual se determina la existencia de responsabilidad administrativa y se finca una multa por la cantidad de $********** (**********00/100 m.n.), de lo cual tuvo conocimiento el once de junio de dos mil veintiuno; y señaló como autoridad demandada a la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí.

II.- Substanciado el presente juicio en cada una de sus etapas, el veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia únicamente del diverso delegado de la autoridad demandada, no así de la parte actora y sus autorizados. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito de demanda y contestación de la misma, señalando las pruebas documentales presentadas por las partes. Se hizo constar que no se les desechó ninguna prueba a las partes. Se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes. En período de alegatos se certificó que se formularon éstos únicamente por la autoridad demandada, no así por el actor, razón por la que se dio por terminada la audiencia, se citó para resolver y se turnaron los autos a la Magistrada Titular para formular el proyecto respectivo.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción XIV, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento en copia certificada de la resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instruido entre otros en contra del aquí actor, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado; documental que obra a fojas 31 a la 84 del expediente en el que se actúa.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Director General de Legalidad e Integridad Pública, en representación del Director de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acreditando el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento que le fue expedido, mismo que obra a fojas 139 y 140 del presente expediente.

La documental anteriormente referida hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instruido entre otros en contra del aquí actor, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, cuya copia certificada se localiza a fojas 31 a la 84 del expediente en el que se actúa; documentales que fueron ofrecidas por la parte actora, en cumplimiento a lo dispuesto en los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en el numeral 228 fracción VI, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, argumentando que el actor no presentó la demanda de nulidad dentro del término establecido  por el citado artículo 24 fracción I, inciso a) del Código invocado.

Señala la demandada que en el caso la Ley aplicable lo es la que rigió el procedimiento administrativo de responsabilidades, es decir la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, la cual también es invocada en la cédula de notificación que consta en autos, por lo que atendiendo a lo previsto en los Artículos SEGUNDO y CUARTO transitorios de la Ley de Responsabilidades Administrativa para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, de los que se advierte con meridiana claridad que la Ley que rige el procedimiento administrativo de responsabilidades **********hasta su conclusión definitiva, lo es la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurridas las conductas investigadas.

A juicio de la Titular de esta Primera Sala Unitaria, en la especie no se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, en contra de actos consentidos tácitamente por el Actor, porque se presentó la demanda fuera del plazo legal previsto en el artículo 24 fracción I inciso a) del ordenamiento en cita.

En efecto, el Actor hizo consistir el acto impugnado de la manera siguiente:

“(…) La resolución dictada por la dirección de Responsabilidades y Ética Pública dentro del expediente**********, de fecha 30 de marzo de 2021, notificada al suscrito el día 11 de junio del mismo año,…”

Como puede verse, el Actor controvierte la resolución definitiva dictada en el Procedimiento Administrativo Disciplinario**********, en donde se le impuso como sanción una multa por la cantidad de $********** (********** 00/100 M.N.).

Dicha resolución le fue debidamente notificada al actor el día once de junio de dos mil veintiuno, como se hace constar en la cédula de notificación dirigida al actor, mediante la cual se realiza la notificación de la resolución impugnada, documental que consta a fojas 29 y 30 de los presentes autos.

Ahora bien, a juicio de esta Primera Sala Unitaria, se considera infundada la causal de improcedencia alegada, conforme a las siguientes consideraciones legales:

Al efecto, debemos definir si existe o no, la posibilidad de que al problema jurídico planteado le puedan recaer dos soluciones distintas, esto es, si existe una antinomia.
En este sentido tenemos la necesidad de definir si existe el problema que planteamos, y de ser así, posteriormente, buscaremos la solución que corresponda.

Existe una antinomia siempre que dos normas conectan a un mismo supuesto de hecho dos consecuencias jurídicas diversas e incompatibles, de modo que se dan controversias susceptibles de soluciones conflictivas.

Y en principio, un sistema no puede ser totalmente coherente ni totalmente estático, de ahí que la existencia de éstas se deba al carácter dinámico del derecho, pero también que existe la obligación de aplicar métodos para la resolución de las mismas, que devuelvan la coherencia al sistema, y lo estabilicen por lo menos de forma temporal.

De los antecedentes de la Demanda, de sus antecedentes documentales y de los argumentos de la Recurrente y de tercero, se tiene que podemos sintetizar el problema jurídico de manera muy simple:

1.- Se trata de una resolución notificada el día once de junio de dos mil veintiuno.

2.- Es una resolución dictada conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRSPEMSLP).

3.- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí LRSPEMSLP, fue derogada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, con la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRAEMSLP) según su ARTÍCULO PRIMERO TRANSITORIO:

PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete, previa su publicación en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis” 

4.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, ya no se encontraba vigente la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRASPEMSLP).

5.- Su vigencia solo se prorrogó para los procedimientos no concluidos a la entrada en vigor de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí (LRAEMSLP)

“…SEGUNDO. A la entrada en vigor de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, se abroga la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, publicada en el Periódico Oficial del Estado el catorce de agosto del año dos mil tres, la cual sólo continuará aplicándose para concluir de manera definitiva, los procedimientos que se hayan iniciado durante su vigencia. 

(…)

CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio….”

5.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, se encontraba vigente el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que entró en vigor el diecinueve de julio de dos mil diecisiete. 

6.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, el citado Código, resulta supletorio inclusive a la actual Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de san Luis Potosí

Su vigente ámbito de aplicación, está definido en sus artículos 1º. y 2º.:

ARTÍCULO 1º. “El presente Código es de orden e interés público y de observancia obligatoria en el Estado de San Luis Potosí y tiene por objeto establecer los procedimientos para la actuación de las autoridades administrativas y para el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.” 

ARTÍCULO 2º. “Los procedimientos administrativos serán aplicables a los actos, procedimientos y resoluciones de las administraciones públicas estatal y municipal centralizadas, y de los organismos descentralizados de la administración pública estatal o municipal respecto de sus actos de autoridad, a los servicios que el Estado o el municipio presten de manera exclusiva; y a los contratos de derecho público que los particulares celebren con los mismos. “

7.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, al aplicar al caso concreto la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí LRSPEMSLP, la autoridad Recurrente pretende que se haga aplicación supletoria de su artículo 115, que disponía lo siguiente:

ARTICULO 115. “En todo lo concerniente al procedimiento no previsto en los títulos Tercero, Cuarto y Quinto de esta Ley, así como en la valoración de las pruebas, se aplicará lo dispuesto en el Código de Procedimientos Civiles del Estado.”

El citado Código de Procedimientos Civiles dispone en su artículo 123 lo relativo a los términos:

Artículo 123.- “Los términos judiciales empezaran a correr al día siguiente a aquel en que se hubiera hecho el emplazamiento o notificación.”

8.- Al día once de junio de dos mil veintiuno, ya se encontraba en vigor lo dispuesto por el actual Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que entró en vigencia el 19 de julio de 2017 en cuanto a los cómputos de los términos y notificaciones:

ARTÍCULO 40. “Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen.”
Ahora bien, conforme a la resolución relativa al recurso de reclamación de fecha veintiséis de  junio de dos mil veintidós, dictada en el presente juicio, el planteamiento que antecede ya fue debidamente analizado, de lo que se determinó observar la existencia de una antinomia legal, puesto que al mismo problema jurídico se le pueden dar dos interpretaciones, de acuerdo a las consideraciones expuestas en el considerando segundo tercero y cuarto de dicha resolución, lo cual se tiene por reproducido en este apartado.
Por lo que con sustento en lo expuesto en la resolución del recurso de reclamación en comento, se consideró que en el caso que nos ocupa, debe prevalecer en favor del gobernado, la interpretación más favorable, considerando además la forma en que este problema se abordó en otras materias, como observamos en los criterios judiciales que citamos anteriormente, y que han resuelto siempre, elegir entre la interpretación de la norma que más proteja el derecho en cuestión, pues es la estructura normativa, la que lesiona el derecho humano de legalidad y seguridad jurídica, al obligarlo a elegir entre una u otra opción. 
De lo determinado, se advierte que de una interpretación literal, surgen dos probables interpretaciones distintas entre sí, motivo por el cual, es necesario interpretar su contenido conforme al texto Constitucional y de los Tratados Internacionales antes citados, para dar una mayor protección a los gobernados que pretendan interponer un juicio contencioso administrativo, y encuentren que existen dos posibilidades de interpretación en cuanto a cuál es la norma que hay que aplicar para que se tengan surtidos los efectos de las notificaciones; pues si solo se atendiera a lo que de manera literal establece la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí en su artículo 115 y su remisión al Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, se limitaría el derecho del debido proceso, o bien considerar que ya no es necesaria esa remisión supletoria, porque en esa época, existe norma aplicable al caso concreto, esto es, el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y que no se sostiene una aplicación supletoria donde existe en el tiempo, una norma vigente y aplicable al caso concreto, por lo que debe aplicar por disposición directa, lo dispuesto por dicho ordenamiento. 
Esta decisión de aplicar el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí es acorde al principio Constitucional de interpretación más favorable a la persona contenido en el párrafo segundo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en aras de respetar los derechos de seguridad jurídica y de acceso a la justicia, ya que de atender al Código de Procedimientos Civiles el cual establece que las notificaciones surten efectos el mismo día en que se practican, ello podría causar perjuicio a quienes promovieron bajo la previsión expresa de las normas citadas, en lugar de promover con la norma que más le favorecía. 
Por lo que, atendiendo también a la vertiente del principio pro persona, sobre elegir entre la interpretación de la norma que más proteja el derecho en cuestión, debe considerarse la aplicación del artículo 40 Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí de aplicación directa y particular a las notificaciones practicadas en los procedimientos desarrollados conforma a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y por lo tanto, considerar que las notificaciones personales surten sus efectos el día hábil siguiente en que se realicen. 
Luego entonces, como la Parte Actora, señaló que la resolución impugnada le fue notificada mediante la cedula de notificación de fecha once de junio de dos mil veintiuno, en ese contexto, el término de 30 días hábiles para promover la demanda, concedido por el artículo 24 fracción I inciso a) de Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, inicia a partir del día hábil siguiente al en que surte efectos la notificación legalmente hecha, de manera que sí la notificación surtió efectos el día hábil siguiente en que se realizó, es decir el día 14 de junio de 2021, luego entonces el término comenzó a computarse el 15 de junio de 2021, y feneció el 10 de agosto de 2021, por lo cual es oportuna la presentación de la demanda de nulidad que presentó el Actor y por consecuencia su improcedencia por consentimiento tácito.
A efecto de señalar los términos de preclusión que se mencionan en el presente asunto, es necesario precisar los días hábiles que se tomaron en cuenta para determinar que la demanda es oportuna: De junio los días 15, 16, 17, 18, 21, 22, 23, 24, 25, 28, 29, 30, del mes de julio los días 1, 2, 5, 6, 7, 8, 9, 12, 13, 14, 15, 16, del mes de agosto 2, 3, 4, 5, 6, y 10, todos del año de 2021 dos mil veintiuno.

Al efecto, no se computaron los sábados y domingos por ser inhábiles, además, no se computaron los días comprendidos del 19 de julio de 2021 al 30 de julio de 2021, por tratarse del primer período vacacional de este Tribunal, conforme al aviso publicado el doce de julio de dos mil veintiuno, por la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal, así como tampoco se considera el día 09 de agosto de 2021, por ser inhábil  mediante aviso publicado el día 06 de agosto de 2021, por la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal, en términos del artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al haber suspendido labores este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.

Por su parte, el Actor presentó su demanda hasta el 10 diez de agosto de 2021 dos mil veintiuno,  según consta en el sello de acuse recibido que obra en la primera hoja de la demanda, visible en la foja 2 dos del expediente en que se actúa.

Luego entonces, es indudable que al momento de la presentación de la demanda, se encontraba dentro del plazo de 30 treinta días hábiles que concede el artículo 24 fracción I inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que resulta indudable la presentación oportuna de su demanda.

Así las cosas, en la especie no se actualizó la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la improcedencia del Juicio Contencioso Administrativo, contra actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales aquellos en los que no se promueva el juicio dentro del término que para tal efecto señala el artículo 24 fracción I inciso a) del ordenamiento en cita, toda vez que la demanda fue presentada con oportunidad legal.
Por otra parte, la autoridad demandada al momento de producir su contestación de demanda hizo valer la excepción de improcedencia de la acción, así mismo opone la excepción de sine actione agis; sin embargo dicha excepción se refiere a que la resolución impugnada fue dictada conforme a derecho y cumpliendo con los requisitos legales, lo que desde luego no es una causal de improcedencia, sino una argumentación relativa al fondo del asunto.

Por último, del examen general practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan en fojas de la 3 a la 27 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”
SEXTO.- A juicio de la Magistrada Titular de esta Sala Unitaria, los motivos de disenso que el Actor hace valer en su escrito de demanda, resultan fundados, en atención a las siguientes consideraciones legales:
Se procede al análisis del Primer concepto de impugnación que hace valer el actor en su escrito inicial de demanda, en el que sustancialmente argumenta que resulta ilegal la resolución impugnada, toda vez que las facultades sancionadoras de la autoridad demandada prescribieron, en términos de lo dispuesto en el artículo 81, fracción II de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; argumento que a consideración de esta Primera Sala Unitaria es fundado  conforme a lo siguiente.

En primer término, se debe establecer que los principios de seguridad y certeza jurídica establecidos en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, significan que la situación jurídica de las personas no será afectada más que por los procedimientos regulares establecidos en la ley, en esa tesitura, los referidos principios deben entenderse en el sentido de que los procedimientos emitidos por las autoridades deben contener los elementos mínimos para que la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo cual no significa de manera alguna que la ley deba de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, de esta manera, se ha señalado que para respetar los principios de seguridad y certeza jurídica el legislador debe fijar en las leyes ordinarias las formalidades y términos conforme a los cuales la autoridad administrativa debe actuar. 

Al efecto, se debe destacar que el procedimiento de responsabilidad administrativa es de pronunciamiento forzoso, toda vez que su materia la constituye una conducta u omisión respecto de la cual existe un especial interés de la colectividad en que dichas infracciones no queden impunes y se determine con plena certeza si esa conducta u omisión resulta o no contraria a los deberes y obligaciones que rigen el servicio público; en otras palabras, el referido procedimiento tiene por objeto asegurar la óptima prestación del servicio público, de tal manera que éste corresponda a los intereses de la comunidad, pudiendo concluir sobre la inexistencia de responsabilidad o imponiendo la sanción administrativa que corresponda, determinando con exactitud si el servidor público cumplió o no con los deberes y obligaciones inherentes a su cargo .

Bajo esta perspectiva, atendiendo a la naturaleza sancionadora del procedimiento de responsabilidad administrativa, resultaría inadmisible que la potestad para imponer sanciones administrativas no estuviere sujeta a limitación temporal alguna, pues ello podría dar lugar a la arbitrariedad en la prosecución de los hechos sancionables, generando con ello incertidumbre entre los servidores públicos ante la posibilidad de que pudieran imponérseles sanciones en cualquier momento futuro.

En ese sentido, es importante para el Estado como para la ciudadanía que se defina la situación jurídica de aquellos servidores públicos que son sujetos de algún procedimiento de responsabilidad administrativa, ya que a través de éstos se busca proteger y preservar los intereses públicos fundamentales de legalidad, lealtad, honradez, imparcialidad y eficiencia, que deben observarse en el ejercicio de la función pública, principios rectores previstos en los artículos 109, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 125, fracción III, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; sin soslayar la extinción de las facultades de la autoridad administrativa para sancionar a los servidores públicos que realizaron conductas ilícitas, por virtud del paso del tiempo.

El artículo 81, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aplicable al caso, ya que era la vigente al momento de ocurrido los hechos investigados, a saber, el once de diciembre de dos mil trece, establece lo siguiente:

“ARTICULO 81. Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos:

I. En un año si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado, y

II. En tres años, en los demás casos.

El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo. En todos los casos, la prescripción a que alude este precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82 de esta Ley.”

Del dispositivo legal citado, se desprende que las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en: a) Un año, si el beneficio obtenido o el daño causado por el infractor no excede de diez veces el salario mínimo mensual vigente en el Estado; o bien, b) En tres años, en los demás casos. 

De igual forma, el dispositivo legal en estudio establece que el plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continúo. En todos los casos, la prescripción a que alude ese precepto se interrumpirá al iniciarse el procedimiento administrativo previsto por el artículo 82, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí. 

Por principio de cuentas, cabe advertir que el legislador expidió la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, con la intención de evitar y, en su caso, sancionar a los servidores públicos que cometan actos ilícitos en detrimento de la función pública y de la sociedad.

Para lograr este importante cometido, el legislador otorgó a las autoridades administrativas facultad para sancionar a aquellos servidores públicos que hubieran incurrido en actividades ilícitas, las cuales describió el propio legislador.

En esta noción legislativa, el tiempo guarda una posición especial, toda vez que el legislador la estableció en la ley para que la autoridad administrativa pudiera cumplir, en una primera pero trascendental etapa, con su función de evitar y sancionar conductas ilícitas de los servidores públicos. Así, las autoridades sancionadoras cuentan con un plazo de uno o tres años, según se esté en el supuesto de la primera o segunda fracción del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, a partir de que se comete la conducta ilícita para iniciar el procedimiento administrativo con la intención de sancionar al servidor público involucrado.

Si en dicho lapso la autoridad no ejerce su facultad sancionadora, se considerará que dicha facultad ha prescrito, por lo que la institución jurídica de la prescripción debe entenderse como la extinción, en virtud del paso del tiempo, de la facultad que tiene la autoridad administrativa para sancionar a los servidores públicos que realizaron conductas ilícitas.

En este sentido, es dable considerar que si bien existe un interés de la sociedad por evitar y, en su caso, sancionar las actividades ilícitas de individuos que tienen un compromiso distinto al resto de las personas en tanto que son servidores públicos, también lo es que no es aceptable que las autoridades sancionadoras puedan ejercer sus atribuciones en cualquier tiempo, ya que ello dejaría en un estado de incertidumbre jurídica al gobernado contrario a su dignidad y honradez, pues se mantiene latente una sospecha de responsabilidad por supuestos actos realizados en el desempeño de su trabajo. La duda respecto de la función desempeñada por un servidor público no debe quedar permanentemente abierta por el bien de la sociedad y del individuo mismo.

Por tal motivo, el legislador previó la posibilidad de que las facultades de las autoridades administrativas prescribieran. De esta manera, si en un lapso determinado, en términos previstos en las dos fracciones del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, la autoridad no ejerce su facultad sancionadora, el derecho a ejercerla se perderá y hasta entonces el servidor público tendrá certeza de que su actuar no puede acarrearle ninguna sanción administrativa.

Por último, solo queda precisar que respecto de la interrupción de la facultad sancionadora, a que hace referencia el último párrafo, del artículo 81, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, si bien no se encuentra debidamente definida en el texto de ese numeral, a qué momento o actuación procesal se refiera y sus consecuencias legales, lo cierto es que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando resolvió la contradicción de tesis 130/2004-SS, que dio origen a la Jurisprudencia 2a./J. 203/2004, cuyo rubro es: “RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. UNA VEZ INTERRUMPIDO EL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONADORAS DE LA AUTORIDAD, EL CÓMPUTO SE INICIA NUEVAMENTE A PARTIR DE QUE SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA CITACIÓN PARA LA AUDIENCIA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.” –la cual, en la especie, incluso sirve de sustento en el acto controvertido-, definió que una vez interrumpido el plazo de prescripción al haberse iniciado el procedimiento sancionador, el cómputo de dicho plazo vuelve a efectuarse a partir de la notificación de la citación para audiencia que se hace al servidor público.

Establecido lo anterior, en la especie se tiene a la vista la resolución impugnada, visible del folios 31 a la 84 de autos, la cual al ser un documento público, tiene pleno valor probatorio de conformidad con lo establecido en el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en cuya parte conducen, se consigna lo siguiente: 

“CUARTO.- Prescripción.- Por ser una cuestión de estudio preferente, se analiza de oficio si la facultad de esta Autoridad Administrativa, en el caso las imputaciones efectuadas a los servidores públicos aquí encausados, corresponden a omisiones que se concretaron del período comprendido el once de diciembre de dos mil trece al treinta de septiembre de dos mil catorce; por lo que si resultara aplicable el plazo prescriptivo a que alude el artículo 81 fracciones I y II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, vigente al momento de ocurridas las conductas investigadas, aclarando que la citada Ley de Responsabilidades fue reformada el diez de junio de dos mil catorce, según publicación en el Periódico Oficial del Estado, por lo que a partir de esa fecha, los plazos de prescripción se establecieron de tres y diez años; por consiguiente, las facultades de este Órgano Estatal de Control, se encuentran vigentes, por encuadrar las conductas en el supuesto establecido por la fracción II, del numeral 81, que previene el plazo de diez años para los demás casos, ya que las conductas que se investigan se prorrogaron hasta el treinta de septiembre de dos mil catorce, por tanto a la fecha de la emisión de la presente no han transcurrido el plazo de tres años a que alude el numeral en cita.
Lo anterior, con independencia de que en el caso el plazo prescriptivo fue interrumpido mediante la citación a la audiencia de Ley para los aquí indagados, pues conforme a la fracción I del ya multicitado artículo 82 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, señala como inicio del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades, la citación a la Audiencia de Ley, lo cual se concretó en el presente asunto,…”
Lo resaltado es nuestro.
De lo transcrito de la resolución impugnada, se desprende que la autoridad emisora analizó la prescripción de sus facultades de conformidad con lo establecido en el artículo 81, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en los siguientes términos:

· Que el plazo de prescripción comprendía a partir del once de diciembre de dos mil trece al treinta de septiembre de dos mil catorce, dadas las omisiones efectuadas.
En tal virtud, considerando la fecha inicial de once de diciembre de dos mil trece, fecha en que se concretaron las omisiones, a la fecha de la citación para la audiencia del procedimiento de responsabilidades –nueve de diciembre de dos mil dieciséis-, ya que en esta última fecha se interrumpió el plazo de ley, se considera que no prescribieron las facultades de la autoridad, al encontrarse dentro del plazo previsto en el artículo 81, fracción II, de la Ley en cita.
Por otra parte, y analizada la prescripción en un momento diverso, de acuerdo a lo establecido en el artículo 81, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, una vez interrumpida la prescripción dada la notificación al actor respecto de la citación a la audiencia de ley, es por lo cual se analiza el nuevo plazo de ley, que iniciado nuevamente, transcurre del día siguiente de la citación a la audiencia, habiendo ocurrido la notificación a la audiencia de ley el día nueve de diciembre de dos mil dieciséis, como se aprecia de la propia resolución en su Resultando 5; que precisa en lo conducente lo siguiente:

“…5.- Asimismo, se notificó el nueve de diciembre de dos mil dieciséis, a**********, Subdirector Operativo de la Dirección Administrativa de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, mediante oficio ********** (fojas 440-444), mediante el cual se le hizo del conocimiento el inicio del presente procedimiento, se le cito a la Audiencia de Ley prevista por el numeral 82 Fracción I de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, entonces en vigor, otorgándole el derecho de que compareciera al desahogo de la misma a ofrecer las pruebas que considerara necesarias y alegar lo conducente para su defensa;..”
Lo resaltado es nuestro

Conforme a lo anterior, considerando para el nuevo cómputo del plazo para que opere la prescripción, a partir del día siguiente al en que fue notificada la audiencia de ley, es decir el diez de diciembre de dos mil dieciséis, a la fecha en que se notifica el acto impugnado consistente en la resolución definitiva dictada en el Procedimiento Administrativo Disciplinario**********, en la que se le impuso como sanción una multa por la cantidad de $********** (**********00/100 M.N.), lo cual ocurrió el día once de junio de dos mil veintiuno, con base en la cedula de notificación que consta a fojas 29 y 30 del presente sumario. 
Por lo que, conforme a la hipótesis en comento, si bien la autoridad no realiza pronunciamiento alguno en la resolución de mérito, dada la prescripción que hace valer el actor en su demanda inicial ante este Tribunal, se considera para el nuevo cómputo del plazo para que opere la prescripción, desde el día siguiente a que se dio la citación para la audiencia de ley (10 de diciembre de 2016)  hasta el momento en que el acto impugnado fue debidamente notificado (11 de junio de 2021); máxime que no es con la emisión de la referida resolución con la que se interrumpe la prescripción de sus facultades, sino que es con la notificación de ese acto, pues es hasta ese momento, en que los actos de autoridad nacen y afectan la esfera jurídica del gobernado, y no así cuando se emiten. 

Se sustenta lo anterior en los siguientes criterios que se invocan de manera ilustrativa, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:
Localización: [TA]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Enero de 2010; Pág. 2121. I.7o.A.681 A. Registro No. 165 550
FECHA CIERTA DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD.- Para estimar que un acto de autoridad surte sus efectos, es necesario considerar la fecha en que se da a conocer y no la que ostenta, ya que de estimarse lo contrario, las figuras de prescripción o caducidad a favor de los particulares podrían ser ajustadas a modo por las autoridades con sólo poner una fecha anterior a su notificación, de tal forma que la certeza jurídica obliga a considerar, para efecto de cualquier cómputo e inclusive para el cumplimiento de las sentencias de amparo como fecha cierta, aquella en que fue notificado el acto de autoridad. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

PRESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA PARA IMPONER SANCIONES A LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE INTERRUMPE CON LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE CHIAPAS).- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas no contempla hipótesis alguna en la cual el término de la prescripción para imponer sanciones a los servidores públicos que hayan incurrido en responsabilidad pueda interrumpirse, por tanto, debe computarse de momento a momento, es decir, desde el día siguiente al en que se incurrió en responsabilidad o del momento en que hubiesen cesado los efectos de la conducta considerada como continua al tiempo en que se ubique la hipótesis en concreto. Ahora bien, de una interpretación armónica de los artículos 62, fracción II y 75 de la ley mencionada, se desprende, por una parte, que la autoridad debe practicar todas las diligencias pertinentes para definir la situación del servidor público; así, la Contraloría General de la entidad, una vez concluida la etapa de instrucción en un procedimiento administrativo, debe realizar dos actos procesales, a saber: el primero, dictar la resolución en la que determine si existe o no responsabilidad administrativa e imponer al infractor, en su caso, las sanciones administrativas correspondientes, todo lo cual deberá realizarse dentro del término de tres meses o tres años, a que se refieren las fracciones I y II del citado artículo 75; y, el segundo, notificar la resolución al interesado, a su jefe inmediato, al representante designado por la dependencia y al superior jerárquico, dentro del plazo a que alude el invocado numeral 62; por consiguiente, la obligación de la autoridad administrativa no concluye con la emisión de la resolución, pues para ello es menester que ésta sea notificada a las partes, ya que este acto procesal da certeza de la fecha de emisión de la resolución, la cual será existente en términos jurídicos cuando las partes la conozcan y se encuentren en aptitud de determinar si ésta incidirá o no en su esfera jurídica, esto es, si su conducta ha sido o no constitutiva de una infracción y, en caso de que así suceda, se enterará de la sanción que se le impone; en consecuencia, el plazo para que opere la prescripción no será interrumpido con la emisión de la resolución sino con la notificación que de ésta se realice. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO.

Localización: [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro XXVI, Noviembre 2013; Tomo 2; Pág. 1293. I.9o.A.37 A (10a.). Registro No. 2 004 862

CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA LA IMPOSICIÓN DE SANCIONES A QUE SE REFIERE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE INICIA A PARTIR DE LA FECHA DE NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN CORRESPONDIENTE.- El artículo 123 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, que regula el procedimiento administrativo para la imposición de sanciones a que se refiere la propia legislación, prevé, en lo conducente, que una vez notificado el presunto infractor de los hechos que motivan el inicio de aquél, se le otorgará un plazo de diez días hábiles para que rinda pruebas y manifieste por escrito lo que a su derecho convenga; que concluido el desahogo de las pruebas la Procuraduría Federal del Consumidor le notificará para que presente sus alegatos dentro de los dos días hábiles siguientes y que dicha autoridad resolverá dentro de los quince días hábiles posteriores. Por otra parte, conforme a los artículos 124 Bis del citado ordenamiento, así como 1, 2 y 60, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, aplicable supletoriamente, a fin de que no se actualice la caducidad prevista en la norma citada en último término, la autoridad deberá resolver y notificar dentro del plazo que determina dicho precepto. Por tanto, el cómputo del aludido plazo inicia a partir de la fecha de notificación de la resolución correspondiente. Lo anterior es así, ya que la sola circunstancia de que el órgano administrativo se pronuncie no es garantía de que el actor esté enterado de ello, para que pueda hacer valer los medios de defensa a su alcance; de lo contrario, se transgrediría el principio de seguridad jurídica, que se traduce en el quebrantamiento de las formalidades esenciales del procedimiento que deben ser respetadas en todo acto de autoridad, pues los procedimientos no pueden quedar sin resolverse indefinidamente, ya que en tanto lo resuelto no se comunique a través de la notificación al administrado, éste quedará en incertidumbre jurídica, lo que contraría el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Establecido lo anterior, en la especie, debe analizarse si se encontraban prescritas las facultades de la autoridad demandada para sancionar al aquí actor, de conformidad con lo establecido en el artículo 81, fracción II, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

En tal virtud, toda vez que se interrumpió el plazo de prescripción con la notificación de la citación del hoy actor a la audiencia de ley, lo que sucedió a través del oficio**********, el nueve de diciembre de dos mil dieciséis, tal como se desprende de la resolución impugnada, así como del acta relativa la cual se encuentra visible en el folio 440 del**********, relativo al expediente administrativo de responsabilidades **********que exhibió la propia autoridad demandada a juicio, el término de ley de tres años, comenzó a computarse a partir del día siguiente, es decir, el diez de diciembre de dos mil dieciséis, lo cual no fue motivo de controversia en el presente juicio.
Por tanto, conforme a lo dispuesto en el artículo 81, fracción II, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, las facultades de la autoridad sancionadora para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en tres años, plazo de prescripción que en la especie, se contará (iniciara nuevamente) a partir del día hábil siguiente al en que surte efectos la notificación, de la multicitada citación a la audiencia de ley, esto es, el once de diciembre de dos mil dieciséis, para concluir el once de diciembre de dos mil diecinueve, ya que el legislador estableció que los plazos empiezan a correr desde el día siguiente a aquel en que se efectúe la notificación personal (artículo 40 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí), del que deriva la regla general en el sentido de que las notificaciones se tienen por legalmente hechas el día siguiente en que se practican y, por ende, los términos judiciales relativos empiezan a computarse a partir del día siguiente al en que surten efectos.

Aunado a lo anterior, es menester señalar que  una vez interrumpido el plazo de la prescripción de las facultades sancionadoras, éste debe computarse de nueva cuenta a partir del día siguiente al en que tuvo lugar dicha interrupción con conocimiento del servidor público, lo que acontece con la citación que se le hace para la audiencia del ley.

Resulta aplicable por analogía a lo dilucidado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la Jurisprudencia 1a./J. 38/2006, cuyo rubro es: “NOTIFICACIÓN POR CÉDULA. DEBE TENERSE POR LEGALMENTE REALIZADA EL MISMO DÍA EN QUE SE PRACTICA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).”; así como por la Segunda Sala del referido Tribunal de la Nación, en la Jurisprudencia 2a./J. 203/2004, cuyo rubro es:  “RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. UNA VEZ INTERRUMPIDO EL PLAZO PARA QUE OPERE LA PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES SANCIONADORAS DE LA AUTORIDAD, EL CÓMPUTO SE INICIA NUEVAMENTE A PARTIR DE QUE SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA CITACIÓN PARA LA AUDIENCIA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO.”.
De conformidad con lo anterior,  y considerando que al ser la prescripción una forma de extinción de las facultades de la autoridad administrativa para sancionar a los servidores públicos que realizaron conductas ilícitas, por virtud del paso del tiempo, resulta evidente que entre el once de diciembre de dos mil dieciséis al once de diciembre de dos mil diecinueve, transcurrió en exceso el plazo de tres años establecido en el artículo 81, fracción II, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo que efectivamente ya habían prescrito las facultades de la autoridad para sancionar al aquí actor.

En las relatadas condiciones, se concluye que resulta ilegal el acto impugnado, pues al dictarse en contravención de la referida norma aplicable, operó la prescripción de las facultades sancionadoras de la autoridad, por tanto se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD TOTAL del acto impugnado, consistente en la resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instruido entre otros en contra del aquí actor, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, por lo que se deja sin efecto legal alguno únicamente con relación a la conducta atribuida al aquí actor  **********, así como de su respectiva sanción administrativa consistente en una multa por la cantidad de $********** y sus efectos correspondientes, es decir, concerniente a la inscripción de la sanción impuesta en el registro estatal de servidores públicos sancionados.
En virtud de que los Conceptos ya analizados atienden el principio de mayor beneficio para el actor, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, ya que aún y cuando resulten fundados, no mejoraran los resultados obtenidos en la presente resolución, sirviendo de apoyo los siguientes criterios jurisprudenciales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que dicen: 
Novena Época, Registro: 164369, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, X XXII, Julio de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 1.4o.A. J/83,  Página:    1745.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO INDIRECTO, EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE PREFERIR LOS RELACIONADOS CON EL FONDO DEL ASUNTO A LOS FORMALES, O BIEN, ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO. La solución sustancial de los conflictos, en concordancia con  los principios de congruencia y exhaustividad que rigen las sentencias de amparo, contenidos en los artículos 77 y 78 de la le de la materia, obliga al juzgador a analizar, en primer lugar, los conceptos de violación  que puedan determinar la concesión de la protección federal con un efecto más amplio  al que pudiese tener una violación formal. Por otra parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha establecido jurisprudencia  en el sentido de que el estudio de los conceptos  de violación que determinen la concesión del amparo directo debe atender al principio de mayor beneficio (tesis P./J. 3/2005, visible en la página 5, del tomo XXI, correspondiente al mes de febrero de 2005, de la Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. De rubro. “ CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES”). En ese tenor, se estima  que en los juicio de amparo indirectos  deben analizarse los conceptos de violación relacionados con el fondo del asunto con preferencia a los formales, o bien, estudiarse en primer término los que pudiesen otorgar mayor beneficio al quejoso. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MARTERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.  
Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.
En tal virtud, la Magistrada Titular de esta Primera Sala Unitaria, determina que la resolución impugnada, se ubica en la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por lo que con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal, considera procedente decretar como en efecto se hace, la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, consistente en la Resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instruido entre otros en contra del aquí actor, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado; únicamente en la parte relativa a que determina responsabilidad e impone sanción al actor; así como la NULIDAD Total de la misma, dejándola sin efecto legal alguno.
En ese orden de ideas, con el objeto de cumplir con lo dispuesto por el artículo 252 del invocado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual dispone que de ser favorable la sentencia al actor, esta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieran sido indebidamente afectados o desconocidos; por lo que se establece lo siguiente:

· El Contralor General del Estado, o en su caso, la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, en el ámbito de su competencia, deberán cancelar cualquier registro o inscripción efectuada respecto de la sanción impuesta al hoy actor, ante el Registro de Servidores Públicos Sancionados que se lleva en esa Dependencia, y solicitar la respectiva cancelación, ante el Registro Estatal de Servidores Públicos Sancionados e Inhabilitados, que se lleva en la Auditoría Superior del Estado.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la Resolución de fecha treinta de marzo de dos mil veintiuno, dictada dentro del Expediente Administrativo de Responsabilidades número**********, instruido entre otros en contra del aquí actor, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado y, por consecuencia, la NULIDAD TOTAL de la misma, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el Considerando Sexto de esta sentencia. 
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.-(rúbricas)
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
